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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allel'1de y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

Sala Primera. Sentencia 96/1993. de 22 de
marzo. Recurso de amparo 218/1990. Contra
Auto dictado por el Juzgado de lo Social
número 7 de Sevilla declarando no haber
lugar a tener por preparado recurso de queja
contra Auto de inadmisión de recurso de supli­
cación dictado por ese mismo Juzgado. Vul­
neración del derecho a la tutela judicial efec­
tiva: Derecho a los recursos.

10679

En el recurso de amparo núm. 218/1990, interpuesto
por la Procuradora de los Ttribunales doña alga Gutiérrez
Alvarez, en nombre y representación del Servicio Andaluz
de Salud, asistida del Letrado don Rufino Domínguez
Morales, contra Auto dictado, en fecha 16 de diciembre
de 1989, por el Juzgado de lo Social núm. 7 de Sevilla,
que declara no haber lugar a tener por preparado recurso
de queja contra el Auto de inadmisión de recurso de
suplicación dictado por ese mismo Juzgado. Ha com­
parecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente don Pedro
Cruz Villalón, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 27 de enero de 1990, la Procuradora de los Tri­
bunales doña alga Gutiérrez Alvarez, en nombre y repre­
sentación del Servicio Andaluz de Salud, interpuso recur­
so de amparo contra el Auto de fecha 16 de diciembre
de 1989, dictado por el Juzgado de lo Social núm. 7
de Sevilla, que declara no haber lugar a tener por pre­
parado recurso de queja contra el Auto de inadmisión
de recurso de suplicación dictado por ese mismo
Juzgado.

2. Los hechos en que se basa la demanda de ampa­
ro son, en síntesis, los siguientes:

A) En el Juzgado de lo Social núm. 7 de Sevilla
se siguieron autos sobre clasificación profesional contra
el actual recurrente en amparo, en los que recayó Sen­
tencia, en fecha 25 de octubre de 1989, en la que se
estimaba parcialmente la demanda y en cuya parte dis­
positiva se indicó la improcedencia de interponer recurso
alguno contra la misma.

B) No obstante la indicación anterior, el actual
demandante anunció su intención de interponer recurso
de suplicación y el Juzgado lo tuvo por anunciado en
tiempo y forma mediante providencia de 7 de diciembre
de 1989. Sin embargo, por Auto de 11 de noviembre
de 1989 se declaró nula dicha providencia anterior.

C) Contra el Auto de 11 de noviembre de 1989
interpuso el recurrente recurso de reposición, previo al
de queja, en virtud de lo dispuesto en el arto 191 de
la Ley de Procedimiento Laboral.

El recurso de reposición se resolvió mediante Auto
de 16 de diciembre de 1989, en el que se acordó su
desestimación y, asimismo. no haber lugar a tener por
preparado el recurso de queja. por no haber solicitado
la parte recurrente la expedición de los testimonios nece­
sarios para ello.

de los profesionales del foro, y de la misma Adminis­
tración demandada, que el plazo de prescripción de las
acciones vigente era el de cinco años que marcaba la
Ley General Presupuestaria.

Es cierto que, como se dijo en las SSTC 47/1989
y 262/1988, entre otras, el derecho fundamental
ex arto 24.1 C.E. «no prejuzga la interpretación que haya
de darse a las reglas de la prescripción de derechos,
pero sí exige que los plazos de esta última se computen
de tal forma que permitan a su titular el efectivo ejercicio
del derecho correspondiente».

Es inadmisible, por ello, efectuar una interpretación
de los presupuestos procesales que impiden un pronun­
ciamiento judicial sobre el fondo del asunto, erigiéndolos
en obstáculos que resultan imposibles de cumplir, o cuyo
cumplimiento depende de una voluntad ajena al titular
del derecho que impetra la tutela judicial (SSTC
119/1983,172/1987,4/1988,47/1988 y
217/1991, entre otras).

A tal respecto ya en la STC 164/1986 se precisaba
que las decisiones judiciales que inadmiten las deman­
das de los ciudadanos, y que por ende deniegan, no
ya el acceso a un recurso, sino la misma obtencióQ de
un pronunciamiento sobre el fondo del litigio, se encuen­
tran sometidas a criterios estrictos por parte del derecho
fundamental a una tutela judicial efectiva y sin indefen­
sión. En ella se dijo que una «decisión de inadmisión
será, en consecuencia, constitucionalmente ilegitima
cuando no se apoye en la concurrencia de una causa
a la que la norma legal anuda tal efecto (STC 19/1986),
norma que en todo caso deberá ser interpretada en el
sentido más favorable al ejercicio de la acción (así, entre
otras muchas, STC 16/1986)>>. Razonamiento que llevó
a la estimación del amparo contra una Sentencia laboral
que se había negado a conocer de la validez de una
sanción laboral. por efectuar un cómputo del plazo de
caducidad de la acción contrario al principio pro actione.

Aquellas consecuencias restrictivas son las que se
derivan de las Sentencias impugnadas, al aplicar el plazo
de un año de prescripción para desechar la demanda
del señor Muñoz Carrasco, a pesar de que la había pre­
sentado en 1983, holgadamente dentro del plazo de
cinco años que en aquel momento era criterio seguido
y aplicado unánime y pacíficamente; sólo abandonado
tras la concatenación de cambios jurisprudenciales acae­
cidos en 1986, que dio lugar a que se entendiera apli­
cable el plazo, mucho más breve, de un año.

Al llegar a la conclusión de que la aplicación del nuevo
plazo de prescripción cerró indebidamente el pronun­
ciamiento sobre el fondo de la controversia laboral enta­
blada, no se hace más que reiterar la doctrina y el fallo
de la Sentencia 7/1983, luego confirmada por una uná­
nime línea jurisprudencial (entre las que se pueden citar
las SSTC 8/1983, 13/1983, 15/1983, 86/1983 y
58/1984), que otorgó el amparo solicitado por una tra­
bajadora cuya demanda había sido desestimada por apli­
carle el plazo de prescripción de un año establecido en
1980 por la Ley del Estatuto de los Trabajadores, cuando
la acción ejercitada por ella había nacido cuando se
encontraba en vigor el plazo más amplio de tres años
que regía con anterioridad. Por eso se concluía, en la
fundamentación que yo ofrecía, que las Sentencias
impugnadas vulneraron el art. 24.1 C.E., por aplicar el
plazo de prescripción más breve, fijado en 1986, a una
pretensión que había sido ejercida en 1983.

En mi opinión, pues, se debió estimar el recurso de
amparo, por las razones expuestas.

Madrid, a veintidós de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Carlos de la Vega Benayas.-Firmado
y rubricado.
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Con base en los anteriores hechos, el demandante
de amparo suplica de este Tribunal se dicte Sentencia
por la que se declare la nulidad del Auto impugnado
y el derecho del recurrente a obtener la tutela judicial
efectiva concretado en el de interposición del reéurso
de queja intentado.

3. Alega el actor la vulneración del derecho a obte­
ner la tutela judicial efectiva que consagra el arto 24.1
de la C.E. La esencia de la queja consiste en que -según
el recurrente- el Auto ha decidido no haber lugar a
tener por preparado recurso de queja. debido al incum­
plimiento de un requisito meramente formal. como es
el relativo a la falta de petición expresa de los testimonios
necesarios que prevé el arto 398 de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil (de aplicación supletoria por la remisión
que a sus disposiciones hace la L.P.L. en aquel art. 191).
Y si bien es cierto -continúa el recurrente- que no se
hizo una petición expresa de dichos testimionios. no es
menos cierto que que se dejó patente la voluntad de
interponer el expresado recurso al aludir a él claramente
yen tres ocasiones al formular la reposición: en el cuerpo
del escrito. en el suplico y en el «otrosí» añadido al mis­
mo. Por ello. el órgano judicial debería haber subsanado
aquella omisión formal si hubiese interpretado y aplicado
la legalidad ordinaria de forma favorable a la efectividad
del derecho fundamental que se invoca. conforme el
propio Tribunal Constitucional ha indicado repetidamen­
te en sus resoluciones. No se trata aquí, además. añade
el actor. del incumplimiento de un requisito expreso, pues
el aft. 398 de la L.E.C. establece dos presupuestos para
la válida interposición del recurso de queja: la formu­
lación del recurso previo de reposición. y que se anuncie
el propósito de la ulterior queja. para el caso de ser
denegado el primero. mediante la petición de testimo­
nios. Pero cuando dicha voluntad de interposición ulterior
de la queja se manifiesta expresamente. aun sin solicitud
de aquel testimonio -como ha ocurrido en este caso-.
se debería haber entendido implícitamente la solicitud
del testimonio, en el respeto a la efectividad del derecho
consagrado en el art. 24.1 C.E., y haber dado ocasión
de subsanar el defecto apuntado, no otorgando al requi­
sito el carácter de formalismo enervante de la finalidad
de la norma que prohíbe la propia doctrina del Tribunal
Constitucional.

4. Por providencia de 19 de abril de 1990, la Sec­
ción Segunda (Sala Primera) de este Tribunal acuerda
tener por interpuesto el recurso de amparo y, a tenor
de lo dispuesto en el art. 50.5 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional. otorgar un plazo de diez días
al solicitante del amparo para que, dentro de dicho tér­
mino, a) aporte copia. traslado o certificación de la reso­
lución judicial impu9nada. conform.e previene el arto 40.2
b) de la LOTC, y b) acredite fehacientemente la fecha
de notificación de la resolución judicial objeto del recur­
so, a efectos del cómputo del plazo establecido en el
arto 44.2 de la LOTC.

5. Aportados los anteriores documentos. por pro­
videncia de 18 de julio de 1990. la Sección acuerda
la demanda de amparo y. a tenor de lo dispuesto en
el arto 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.
requerir atentamente al Juzgado de lo Social núm. 7
de Sevilla para que. en el término de diez días. remita
testimonio de los Autos 912/1989. interesándole al pro­
pio tiempo el emplazamiento de cuantos han sido partes
en el proceso juaícial. excepto el recurrente en amparo.
para que en el plazo de diez días comparezcan en el
presente proceso constitucional.

6. Por providencia de 24 de septiembre de 1990,
la Sección acuerda tener por recibidas las actuacio­
nes judiciales remitidas por el Juzgado de lo Social
núm. 7 de Sevilla y, a tenor de lo dispuesto en el arto
52 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. dar

vista de todas las actuaciones del presente recurso de
amparo por un plazo común de veinte días al Ministerio
Fiscal y al solicitante del amparo, para que, dentro de
dicho término. puedan presentar las alegaciones que esti­
men pertinentes.

7. Con fecha 18 de octubre de 1990 se recibe el
escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él. tras
resumir los antecedentes de hecho consignados en la
demanda de amparo. analiza el fondo de la pretensión
formulada por el actor y. a tal efecto, señala que el Auto
impugnado de amparo fundamenta su decisión de no
tener por preparado el recurso de queja en la consi­
deración de que «no ha solicitado la parte recurrente
la expedición de los testimonios necesarios para ello
conforme a lo determinado en el art. 398 de la L.E.C.».
Pero. además. en su fundamento de Derecho único aña­
de que el recurso de queja no procede «al no tener
la resolución recurrida su encaje procesal en el art. 191
de la L.P.L.. sino en el 151 de la misma Ley». Reconoce
el demandante -continúa el Ministerio Fiscal- que. efec­
tivamente, en el escrito del recurso de reposición no
se solicitaron expresamente los testimonios a que se
refiere el arto 398 de la L.E.C.. pero estima que. sin embar­
go.,dejó bien patente en aquel escrito su voluntad de
preparar el recurso de queja, al que se refería por tres
veces en aquel escrito, tanto en el cuerpo como en el
suplico y en el ·otrosí. y así lo demuestra finalmente el
hecho de que el Juzgado, en el Auto desestimando la
reposición. decidiese no tener por preparada la queja.
Pues bien -continúa el actor-o dicha omisión pudo y
debió ser subsanada por el Magistrado y al no hacerlo
así lesionó el derecho que protege el arto 24.1 C.E.• máxi­
me cuando en el recurso de queja. según los arts. 398
y ss.• la actividad del Juez a qua queda limitada a ordenar
la expedición de las certificaciones. pues la totalidad del
recurso se sustancia ante el Tribunal ad quemo En el
mismo sentido, añade el Fiscal. la manifestación de que
en el presente caso no era procedente el recurso de
queja porque frente al Auto denegando la interposición
del recurso de suplicación (Auto de 11 de noviembre
de 1989) era de aplicación el arto 151 y no el 191 de
la L.P.L.. es por sí sola una afirmación que no puede
justificar el rechazo del recurso de queja desde el punto
de vista constitucional. pues. además de poder constituir
un error patente en una interpretación. que por otra parte
el Juez no explica, cercena el acceso a un recurso de
manera infundada y, por ello. lesiona el derecho de tutela
judicial efectiva que comprende precisamente en sí el
derecho a los recursos legalmente establecidos. Como
mantiene la doctrina -continúa el Ministerio Público-.
el art. 191 de la L.P.L. constituye una excepción al arto
151 de la misma Ley y se establece para el caso de
que se haya denegado por Auto la reposición de la deci­
sión en que se hubiera rechazado la admisión del recurso
de suplicación intentado. Era. pues. perfectamente apli­
cable al caso presente el referido al arto 191, ante la
decisión de no admitir el recurso de suplicación anun­
ciado, adoptada por Auto de 11 de noviembre de 1989.
Sobre el recurso de queja no se establece regulación
específica en la L.P.L. que se remite expresamente a
la L.E.C. (arts. 398 y ss.), y, en tal regulación, la pre­
paración del recurso se efectúa pidiendo. dentro del pla­
zo de los cinco días siguientes a la resolución dene­
gatoria. reposición del Auto o providencia y, para el caso
de no estimarla, testimonio de ambas resoluciones, por
lo que la actuación del Juez a qua se limita, aparte de
la resolución de la reposición, a la expedición de los
testimonios. pues la totalidad del recurso se sustancia
ante el Tribunal ad quemo como se desprende claramente
de los arts. 399 y 400 L.P.L. En definitva, añade el Minis­
terio Fiscal. es fácil adivinar que la petición que debe
hacer la parte recurrente de los testimonios para el caso



18 Martes 27 abril 1993 80E núm. 100. Suplemento

de no estimarse la reposición tiene por finalidad la de
mostrar su voluntad de recurrir en queja. y de esta mane­
ra facilitar la mayor celeridad del trámite. Pero si esa
voluntad ya se hizo patente. como ocurre de manera
expresa en el asunto que nos ocupa. entender. como
hace el Juez. que la no manifestación específica de los
testimonios es suficiente para que deba tenerse por no
preparado el recurso de queja es. además de una deci­
sión desproporciooada e infundadamente obstaculizado­
ra del acceso al recurso. una decisión que desconoce
el sentido constitucional que los Jueces deben dar a
la interpretación de la legalidad ordinaria y que. en este
caso. exigía buscar el más favorable para la efectividad
del derecho a la tutela judicial efectiva. en su sentido
de acceso al recurso. subsanando una petición implí­
citamente realizada. De otro lado. aunque la parte
recurrente tenía que interponer la queja ante el T.S.J.
como órgano ad quem no podía hacerlo sin acompañar
los testimonios de las resoluciones. pues así lo exigen
los art. 399 y 400 L.E.C.• y se exponía a que dicho recurso
le fuese rechazado por el mencionado Tribunal. Por ello.
no le era exigible haber intentado el recurso de queja
sin los testimonios. antes de acudir en amparo cons­
titucional. En consecuencia. el Ministerio Fiscal termina
interesando se dicte Sentencia otorgando el amparo en
los términos interesados.

8. Con fecha 17 de octubre de 1990 se recibe el
escrito de alegaciones formuladas por la representación
del demandante de amparo. En ellas se ratifica íntegra­
mente en su escrito de demanda y suplica se le otorgue
el amparo pedido.

9. Por providencia de fecha 23 de febrero de 1993
se acordó señalar para su deliberación y votación
día 1 de marzo siguiente. fecha en que se inició dicho
trámite. que ha finalizado el día de hoy.

11. Fund..mentos jurídicos

1. El demandante de amparo -Servicio Andaluz de
Salud- dirige el presente recurso contra el Auto dictado
en fecha 16 de diciembre de 1989 por el Juzgado de
lo Social núm. 7 de Sevilla. que acordó no haber lugar
a tener por preparado el recurso de queja que el actor
se proponía interponer contra Auto que desestimó el
recurso de reposición. formulado a su vez contra la deci­
sión que inadmitía el recurso de suplicación contra la
Sentencia de instancia. ¡lictada en autos sobre clasifi­
cación profesional. Entiende' el recurrente que aquella
resolución judicial vulnera el derecho a obtener tutela
judicial efectiva consagrado en el art. 24.1 e.E.. en su
vertiente de acceso a los recursos legalmente previstos.

Este Tribunal ha señalado. en efecto. que el acceso
a los recursos previstos por la Ley integra el contenido
propio del derecho de tutela judicial reconocido en el
art. 24.1 de la Constitución (así. en SSTC 124/1984.
145/1986. 154/1987.78/1988 Y 201/1989. entre
otras); y que. por tanto. corresponde al mismo. en el
marco del recurso de amparo. juzgar si en el caso con­
creto de la inadmisión de un recurso judicial. se ha satis­
fecho por el Tribunal competente el derecho del recurren­
te a la tutela judicial efectiva (STC 57/1986). También.
con carácter general. se ha sostenido que la decísión
judicial de inadmisión sólo será constitucionalmente váli­
da si se apoya en una causa a la que la norma legal
anude tal efecto. correspondiendo la apreciación de tal
relación causal al órgano judicial; pero. en aplicación
razonada de la norma que. en todo caso. deberá inter­
pretarse en el sentido más favorable a la efectividad
del derecho fundamental (STC 16/1988).

2. Es a partir de la anterior doctrina como ha de
examinarse el supuesto que nos ocupa. para lo cual será
necesario analizar la causa o causas en las que el órgano
judicial -Juzgado de lo Social. en este caso concreto-

fundamenta su decisión de inadmitir el recurso de queja
que se proponía interponer el recurrente. pues. de con­
formidad con el criterio doctrinal expuesto. para que la
resolución judicial se estime respetuosa con el derecho
fundamental invocado. es preciso que se apoye en una
causa de inadmisión legalmente prevista. aplicada por
el juzgador motivadamente y. en fin. interpretada de
manera favorable a la efectividad del derecho de acceso
a los recursos. .

De la lectura del Auto impugnado se desprende que
el Juzgado de lo Social núm. 7 de Sevilla acordó no
haber lugar a tener por preparado el recurso de queja.
en virtud y aplicacíón de dos causas o motivos: uno.
de naturaleza formal. y otro. de caracter material o de
fondo. El primero. único que posteriormente se refleja
en la parte dispositiva de la resolución. consiste en el
incumplimiento del presupuesto que establece el
arto 398 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (de aplicación
supletoria por remisión) en relación con el art. 191 de
la Ley de Procedimiento Laboral, esto es. la falta de soli­
citud de los testimonios que aquel precepto de la Ley
procesal civil exige respecto del recurso de queja. El
segundo. recogido en el fundamento jurídico único de
la citada resolución. alude a la improcedencia en sí mis­
ma del mencionado recurso de queja. por tener la reso­
lución recurrida encaje en un precepto procesal dife­
rente. concretamente en el art. 151 de la Ley Procesal
Laboral y no en el arto 191 de la citada Ley.

Pues bien. la anterior fundamentación es. ante todo.
contradictoria en sus propios términos. y ello. pwque
difícilmente puede aplicarse una causa de inadmisión
de un determinado recurso (en este caso el de queja)
consistente en el incumplimiento de uno de sus pre­
supuestos formales. que se establece precisamente
como exigencia específica respecto de tal recurso (pe­
tición de testimonios) y. al mismo tiempo y con carácter
previo. calificar ese mismo recurso de improcedente. Es
esa misma inobservancia del presupuesto formal -que
se afirma tanto en el fallo de la resolución como en
su fundamentación jurídica- la que contradice y. al mis­
mo tiempo. desvirtúa la consideración inicial respecto
de la improcedencia del recurso. Si el recurso en sí impro­
cedente -conforme mantiene el órgano judicial- resul­
tará. no ya sólo superfluo e innecesario. sino también
irrazonable acordar su inadmisión por el incumplimiento
de alguno de sus requisitos formales. Por el contrario.
sólo si el recurso procede y está previsto legalmente
será adecuado examinar el cumplimiento de los presu­
puestos legalmente fijados para su admisión.

Por otro lado. el órgano judicial no expone en realidad
las razones por las que estima improcedente la queja.
y. a falta de tal motivación. el examen de los autos hace
nuevamente irrazonable tal decisión. Tan sólo alude el
Juzgado a dos preceptos concretos de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral. El arto 151 -en el que se dice tener
encaje la resolución impugnada- dispone. en efecto. que
contra el auto resolutorio del recurso de reposición -que
con carácter general cabe interponer contra las provi­
dencias y autos que dicten los Magistrados de Trabajo­
no se dará más recurso que el de responsabilidad del
Magistrado que lo hubiere dictado. Es cierto que. en
este supuesto. el Auto impugnado -de 16 de diciembre
de 1989- era una resolución desestimatoria de un recur­
so de reposición. pero no lo es menos -y la resolución
judicial no hace alusión a ello- que se trataba de un
recurso de reposición interpuesto contra decisión ante­
rior -Auto de 11 de noviembre de 1989- que inadmitía
el recurso de suplicación formulado por el recurrente
contra la Sentencia de instancia. Y tales decisiones sí
se encuentran expresamente previstas como suscepti­
bles de ser recurridas en queja en el arto 191 de la
L.P.L.. que textualmente y sin excepciones dispone: "Si
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alguna Magistratura de Tmbajo no admitiese un feCUl'S()

de casación o de suplicación. la parte interesada podrá
ejefcitar el recurso de reposición. Y. si fuere desestimado.
el de queja. regulado en la ley de Enjuiciamiento CMb

Ha de considerarse. pues. que Ianto poi" la contra­
dicción interna de razonamiento judicial, como por las
características del supuesto concreto. la ¡nadmisión del
recurso por causa de su improcedencia o falta de pre­
visión legal resulta manifiestamente errooea y carente
de justificación jurídica

3. Ptlro tampoco el segundo de los motivos o causas
de ¡nadmisión del recurso que se recoge en el Auto
impugnado puede considerarne respetuoso con el dere­
cho fundamental inwcado por el demandante. El Tri­
bunal señala. a tales efectos. que se ha incumplido el
presupuesto formal. consistente en la petición de tes­
timonios que. para preparar e! recurso de queja. esta­
bIece el art. 398 de la ley de Enjuiciamiento Civil (de
aplicación supletoria por remisión. a tenor de lo dispuesto
en el art. 191 LP.L). Ptlro. conforme este Tribunal viene
señalando reiteradamente (por todas.. STC 175/1988).
...... El derecho a los recursos no puede ser obstaculizado
mediante la imposición de formalismos_nteso acu­
dienclo a interpretacione de las ..-mas procesales da­
ramente desviadas del sentido propio de tales exigencias
o requisitos que han de ser int.erprelados de una forma
ftexibIe Y no rigorista. más acorde con e! 3rt 24.1 de
la Consti1:ución._ Por ello. los 1J'ámites formakls no deben
ser exigencias cuyo incumplimiento presente siempre
el mismo valor obstativo que operaría con independert­
cia. en principio. de cuál sea e! grado de inobservancia
del requisito. su trascendencia práctica. o las circuns­
tancias concurrentes en el caso.. Al contrario. han de
analizarse teniendo presente la finalidad que ha de lograr­
se con ello. para. de existir defectos. procederse a una
justa adecuación de las consecuencias jurídicas con la
entidad real del detecho mismo. medidas en función
de la quiebra de la finalidad última que el requisito formal
pretendía servir... En consecuencia. para la valoración
constitucional de las decisiones judiciales que. interpre­
tando la legalidad procesal. inadmiten un recurso. han
de tomarse en consideración tanto las circunstancias
del caso. corno la gravedad y subsanabilidad del corres­
pondjente defecto formal. que ha de ser valorado tenien­
do en cuenta su finalidad».

En este caso. la finalidad y ratio del precepto que
establece el presupuesto formal -art. 398 LEc'- no
es otra que la de que e! recurrente. mediante la petición
de testimonio. manifieste o exprese su voluntad de inter­
por.- el ulterior recurso de queja contra una decisión
previa de inadmisión de otro recurso. aquí el de suplt­
cación. confirmada en la reposición que. en primer lugar.
ha de solicitar e! recurrente de! órgano judicial Por ello.
cuando esa finalidad -como aquí acontece- se ve satis­
fecha por otra vili (pues. pese a la falta de solicitud expr&­
sa de los testimonios. e! recurrente manífiesta claramen­
te su intención de formular la queja tanto en el cuerpo
del escrito por el que insta la reposición. como en el
suplico del mismo y en «otrosí. posterior). es evidente
que la finalidad esencial a que responde la norma pro­
cesal Y. por tanto. el requisito en si. ha de entenderse
observado en una interprelación favorable y no mera­
mente enervante del mismo. conforme con la doctrina
constitucional antes reseñada. En todo caso. este defecto
formal. en atención a las círcunstancías. al fin de la norma
y a aquella necesaria adecuación respecto a las con­
secuencias de su inobservancia puntual. debería haber
conducido a la posibilidad de subsanación antes de acor­
dar la ;nadmisión de plano del recurso por tal causa.

Todo ello determina que deba estimarse el amparo
solicitado. pues el Auto que se impugna ha vulnerado

el derecho a la tutela judicial efeCtiva reconocído e<'l

el art. 24.' de la Constitución. al impedir el acceso al
recurso de queja legalmente establecido. mediante la
aplicación e ínterpRltacíón de causas de inadmisión que
no satisfacen tal derecho fundamental ni pueden con­
sídera<re respetuosas"CO<1 el mismo por las razcmes ya
señ,aladas.

FAllO

En atel1lCÍón a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. _ LA AUTOADI\O 0I.lE lE COiNREIIIE LA~

DE LA NAOóNl ESPAÑKL\.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por el Servicio Andaluz
de Salud y. en su virtud:

1.° Declarar la nulidad del AU1D de 16 de diciembre
de 1989 dictado por elJ~ de lo Social nUm. 7
de Sevilla. en la parte dispositiva de la mencionada raso­
lución. que declara no haber lugar a tener por preparado
el correspondiente recurso de queja.

2.° Reconocer el derecho del recurrente en amparo
a la tutelajudícial efectiva y. por tanto. a que se tenga
por preparado e! mencionado recurso de queja

Publiquese esta Sentencia en e! .BoIetin Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintidós de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Femando Garcia-Mon y González-Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-VlCeOte Gimeno sen­
dra.-Rafael de Mendizábal AIIende.-Pedro Cruz Villa­
Ión.-firmado y rubricado.

10680 Sala Primera. Sentencia 97/1993. de 22 de
marzo. Recurso deamparo 323/1990. Contra
Sentencia diclada por la Sala de lo Conr.ea­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid. desesrimatoria de ffJCIK­
sos contra sucesiwIs Resoluciones de la Admi­
nistración de la AnnadlI denegatorias de la
condición de personal profesional~
te soIicirada por el recumml&. Supuesta vul­
neración del denIcho a la tutela judicial efec­
fíva: límiles del control judicial de la acIividad
administrativa.

la Sala Primera del Tribunal Constitucional. cornpues­
ta por don Migue! Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. PIe­
sidante; don Fernando García-Mon y GonzáIez-RfNI.I8ral
don Carlos de la Vega Benayes. don VICente Glm8flO
5endra. don Rafael de Mendizábal Allende V don Pedro
Cruz Wlalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 323/1990. interpuesto
por don Cristóbal Domínguez García. representado por
el Procurador don Alberto Carrión Pardo y con la asIS­
tencia letrada de don Salvador Ravina Martín. frente a
la Sentencia de 30 de noviembre de 1989 dictada por
la Sección Octava de la Sela de lo Contencioso-Adrnt-


